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RESOLUCIÓN Nº30/2025
En Vitoria-Gasteiz, a 7 de octubre de 2025.
El Órgano Administrativo Foral de Recursos Contractuales de la Diputación Foral de Álava ha dictado la siguiente RESOLUCIÓN en relación con el Recurso Especial en materia de contratación interpuesto por XXXXXXXXXXXXXX, en representación de la Central Sindical ESK contra el pliego de condiciones para la licitación del servicio de acogimiento residencial y de atención psico socioeducativa y acompañamiento social a las personas usuarias del centro de acogida residencial de media estancia (CARME).
Son partes en dicho recurso: como RECURRENTE la Central Sindical ESK; y como DEMANDADO el Instituto Foral de Bienestar Social, siendo el órgano de contratación el Consejo de Administración del IFBS (en adelante OC) y el tramitador del expediente el Área de Contratación y Régimen Jurídico del IFBS (expte 36/25).
Visto el recurso especial interpuesto, este Órgano efectúa las siguientes consideraciones: 
ANTECEDENTES DE HECHO

1º - Mediante Acuerdo del OC, de 29 de mayo, se aprobó iniciar el expediente de contratación del servicio de acogimiento residencial y de atención psico socioeducativa y acompañamiento social a las personas usuarias del centro de acogida residencial de media estancia (CARME).
El anuncio de licitación se envió al Diario Oficial de la Unión Europea el 29 de mayo de 2025, habiendo sido publicado en la Plataforma de Contratación Pública de Euskadi el 31 de mayo de 2025.
2º. - El 20 de junio de 2025 tuvo entrada en el Registro Electrónico Común de la Diputación Foral de Alava el recurso especial en materia de contratación contra el pliego de condiciones para la licitación del contrato del servicio de acogimiento residencial y de atención psico socioeducativa y acompañamiento social a las personas usuarias del centro de acogida residencial de media estancia (CARME), en el que solicita la adopción de la medida provisional consistente en la suspensión de la tramitación del expediente de contratación.
3º. -. En cumplimiento de lo previsto en el artículo 56.2 de la LCSP, por correo electrónico de 23 de junio de 2025, se solicitó al OC el expediente administrativo y su informe sobre el RE, recibido el 2 de julio de 2025, en el que se opone al recurso especial.
4º.- En aplicación del artículo 56.3 de la LCSP, el 27 de junio de 2025 se dio traslado del recurso especial a la empresa actualmente prestataria del servicio, XILEMA PROGRAMAS, S.L. concediéndole un plazo de 5 días hábiles para formular cuantas alegaciones estimara convenientes. La citada no ha presentado alegaciones al recurso especial.

5º.- El día 27 de junio de 2025, mediante Resolución 20/2025, este Órgano aprobó la medida provisional de suspensión y acordó, expresamente, la suspensión del plazo concedido para la presentación de ofertas o proposiciones por los interesados.   
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. - Tratándose de un contrato de servicios cuyo valor estimado (precio del contrato más posibles prórrogas previstas) asciende a 1.698.328,55 euros (IVA excluido), se cumplen los requisitos exigidos en el artículo 44 de la LCSP para poder considerar el acto impugnado susceptible de recurso especial en materia de contratación. En concreto, son susceptibles de recurso especial los actos y decisiones relacionados en el apartado 2 del citado artículo— como los anuncios de licitación, los pliegos y los documentos contractuales que establezcan las condiciones que deban regir la contratación — cuando se refieran -entre otros- a los contratos de servicios cuyo valor estimado sea superior a cien mil euros (art. 44.2. a).
SEGUNDO. – La competencia para resolver el presente recurso especial corresponde a este Órgano conforme a lo establecido en el art. 46.5 LCSP, y en el Decreto Foral del Consejo de Diputados 44/2010, de 28 de septiembre, cuyo apartado 2.1, relativo a las competencias, establece que “Corresponde al Órgano Administrativo Foral de Recursos Contractuales el conocimiento y resolución de los recursos relativos a los contratos del sector público en los que sea parte la Diputación Foral de Álava o alguno de los órganos dependientes o vinculados a la misma y, en particular, los Organismos Autónomos Forales, las Sociedades Públicas Forales y todos aquellos poderes adjudicadores que estén bajo su control.” 

TERCERO. - El recurso se ha interpuesto dentro del plazo establecido en el artículo 50 de la LCSP, que establece que “cuando se interponga contra el contenido de los pliegos y demás documentos contractuales, el cómputo se iniciará a partir del día siguiente a aquel en que se haya publicado en el perfil de contratante el anuncio de licitación, siempre que se haya indicado la forma en que los interesados pueden acceder a ellos”.
CUARTO. - La entidad reclamante ostenta la legitimación activa necesaria, de acuerdo con el artículo 48 de la LCSP, que señala en su párrafo 2º que “Estarán también legitimadas para interponer este recurso, contra los actos susceptibles de ser recurridos, las organizaciones sindicales cuando de las actuaciones o decisiones recurribles pudiera deducirse fundadamente que estas implican que en el proceso de ejecución del contrato se incumplan por el empresario las obligaciones sociales o laborales respecto de los trabajadores que participen en la realización de la prestación. En todo caso se entenderá legitimada la organización empresarial sectorial representativa de los intereses afectados.”.
QUINTO.- En cuanto a los motivos que sustentan el recurso, el recurrente los distribuye en varios bloques: 

Primero, incumplimiento de la información sobre subrogación del personal. Manifiesta que el listado del personal a subrogar incumple el mandato legal del artículo 130 de LCSP, puesto que no incluye el salario bruto anual de los trabajadores ni pluses de antigüedad, turnicidad o nocturnidad. 

Segundo, incumplimiento de las normas legales para la determinación del presupuesto base de licitación. Alega que la memoria presentada por el IFBS omite los riesgos que deben asumir las empresas licitadoras. Indica que el recorte económico es tal que impone a las futuras contratistas medidas traumáticas (despidos, novaciones contractuales) que ponen en riesgo la viabilidad del servicio.

Tercero, discrecionalidad de la Administración a la hora de estimar el tiempo de prestación del personal del CARME. Manifiesta que la memoria presentada no fundamenta adecuadamente la decisión de minimizar las horas de prestación del servicio adoptada por el OC.
Cuarto, alude al equilibrio económico de los contratos. Dado que la actividad descansa directamente en la mano de obra, el recorte presupuestario afectará no solo a la estabilidad del empleo, sino que, además, genera un enriquecimiento injusto de la Administración.

Quinto, solicita la nulidad de los pliegos conforme al artículo 47.1.a), e) y f) de la Ley 39/2015, al omitir información esencial y obligatoria sobre las condiciones laborales de los trabajadores y trabajadoras afectados por la subrogación prevista. 
SEXTO.- El órgano de contratación, en informe de fecha 1 de julio de 2025, solicita la desestimación del recurso especial y responde a los argumentos del recurso. En primer lugar, sobre la falta de información sobre la subrogación del personal, indica que la información aportada en los pliegos, junto con la referencia al convenio colectivo aplicable, permite a las licitadoras calcular los costes salariales a asumir. Así, tanto los salarios brutos correspondientes a cada categoría profesional como el resto de  los pluses y complementos quedan recogidos en el mencionado convenio colectivo. 

En segundo lugar, sobre el incumplimiento de las normas legales para la determinación del presupuesto base de licitación, manifiesta que se ha realizado el cálculo de los costes salariales en función del III Convenio Colectivo de Intervención Social de Álava, aplicando un porcentaje del 7% para el cálculo del coste de sustituciones por absentismo y un 33% de Seguridad Social. Incluye, asimismo, los gastos de funcionamiento asociados a la prestación del servicio. Por lo tanto, concluye que el citado presupuesto base ha sido calculado para permitir la viabilidad del contrato, cumpliendo con los criterios legales establecidos en los artículos 100.2, 101.2 y 102.3 de la LCSP, que establecen que el mismo debe ser adecuado a los precios de mercado y que los costes salariales deben ser calculados conforme al convenio colectivo aplicable.  

En tercer lugar, sobre la discrecionalidad de la Administración a la hora de estimar el tiempo de prestación del personal del CARME, alega que el cálculo del presupuesto base se ajusta a las necesidades de personal adecuadas teniendo en cuenta el inmueble donde se prestará el servicio. Manifiesta que hasta ahora el servicio se prestaba en dos viviendas, una para 4 unidades familiares y otra para 2 unidades familiares, no obstante, actualmente se pretende seguir acogiendo el mismo número de unidades familiares en una única ubicación. Así, tal y como determinan los pliegos del contrato, la nueva adjudicataria deberá subrogar la totalidad del personal saliente, aun cuando las necesidades de personal establecidas en esta nueva licitación sean menores que las que actualmente se están prestando, pudiendo la nueva adjudicataria adscribir a las personas trabajadoras a cualquier otra actividad de la empresa u optar por alguno de los mecanismos legales establecidos en la legislación laboral. 
Finalmente, respecto al equilibrio económico de los contratos, manifiesta que la subrogación prevista en la legislación laboral o convenios colectivos no vincula a la Administración a la hora de definir el contenido de la prestación a contratar. 

SÉPTIMO. - En primer lugar, debe resolverse sobre las consecuencias de la insuficiencia de la información sobre la subrogación del personal. A este respecto, el recurrente considera que, si bien la Administración no tiene obligación de comprobar la veracidad de los datos facilitados, sí debe comprobar, al menos, su suficiencia conforme al listado contenido en el párrafo 2 del artículo 130.1 de la LCSP, llegando, incluso, a solicitar la nulidad de los pliegos en base al artículo 47.1. a), e) y f) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.
A este respecto, la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado, en el expediente 61/19, sobre interpretación del artículo 130 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, tras conceptuar la obligación que impone en el citado artículo al órgano de contratación como una de carácter puramente formal, señala lo siguiente:

“En la medida en que la obligación del órgano de contratación es meramente formal, aquel no asume responsabilidad alguna frente al contratista entrante por las consecuencias de la falta de información o de su insuficiencia. Por esta razón si el órgano de contratación comprueba que la información suministrada por el contratista, incluso tras haber realizado un requerimiento de subsanación si se considera oportuno, no contiene ningún dato o adolece de los datos mínimos exigidos por la LCSP, cumplirá con publicar los datos suministrados, haciendo constar, como dijimos, que han sido los únicos facilitados por el contratista o que no se ha facilitado dato alguno.”

En esta misma línea argumental se pronuncia el Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales, en Resolución 1173/2022, de 6 de octubre, estableciendo lo siguiente:
“No le es exigible al órgano de contratación verificar o contrastar la información recibida, ni responder de su certeza o suficiencia. Tampoco está obligado el poder adjudicador a recabar más información del contratista –ni a facilitársela a los licitadores- que la que impone el artículo 130.1 de la LCSP, sin perjuicio de que el precepto no impide -por ello lo hace con carácter facultativo no imperativo-, que el órgano de contratación pueda recabar y facilitar más información sobre las condiciones de los contratos de trabajo si de las circunstancias concurrentes se desprende como necesaria para permitir una exacta evaluación de los costes laborales en la ejecución del contrato que se está licitando.”
En ambos extractos, se exime al órgano de contratación no solo de la obligación de contrastar la veracidad de la información facilitada, cuestión pacífica, puesto que el recurrente lo reconoce en el texto del recurso especial, sino también de responder sobre su suficiencia. 

Por lo tanto, la Administración da cumplimiento a las exigencias del citado artículo 130.1 de la LCSP cuando aporta como Anexo I: “Listado a 28/02/2025 del personal a subrogar remitido por la empresa que actualmente presta el servicio”, donde se recogen datos de categoría profesional, tipo de contrato, jornada, antigüedad, turno, titulación, plus de coordinación y un apartado de comentarios, sin que la misma asuma responsabilidad alguna sobre su exactitud o suficiencia, ni sobre las consecuencias derivadas de eventuales inexactitudes o discrepancias con la situación real del personal afectado.

En segundo lugar, sobre el incumplimiento de las normas legales para la determinación del presupuesto base de licitación, el recurrente reitera que la insuficiencia de la información facilitada sobre el personal a subrogar, no permite la exacta evaluación de los costes laborales, lo que supone una infracción de los artículo 100.2, 101.2 y 102.3 de la LCSP, que recogen la obligación de indicar los costes salariales, su consideración expresa en el cálculo del valor estimado del contrato y el deber de tenerlos en cuenta para la propia fijación del precio del contrato. 
A este respecto, cabe citar lo expuesto por el Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales manifestando que el presupuesto del contrato ha de ser adecuado al mercado según las prestaciones a realizar y no según el personal a subrogar, puesto que ambos conceptos no son coincidentes y la prestación a contratar puede requerir más o menos personal que el que ha de subrogarse. Así, expresa que las listas del personal objeto de subrogación informan las condiciones del personal incluido y su antigüedad, pero no determinan directamente el cálculo del coste del contrato, de manera que los licitadores deberán tener en cuenta al hacer el cálculo económico las condiciones de las prestaciones previstas en el pliego y las personas a subrogar. 

Así, el citado Tribunal Administrativo Central en resolución 1260/2022, de 13 de octubre, recoge:
“El cálculo de costes se realizó por tanto, como afirma el órgano de contratación, teniendo en cuenta el Convenio Colectivo del sector Limpieza Pública Viaria, publicado el 10 de marzo de 2022, número 57, como corrección de error al publicado con el núm 986 de fecha 5 de marzo de 2022, la antigüedad del personal a subrogar, así como pluses especiales y demás conceptos aplicables fijados en el Convenio Sectorial, con un presupuesto total de personal de 1.049.383,53 €, incluyendo un apartado en el presupuesto de personal de 157.366,73 €, para incluir otros gastos de personal (incremento salarial estimado 2023, absentismo, permisos, licencias, festivos, retenes y vacaciones, etc.), en el que está incluido cualquier gasto de personal complementario, sin perjuicio de que el licitador en su oferta indicará y presupuestará las distintas partidas que intervienen en el presupuesto, entre otras, en personal. Por tanto, a juicio de este Tribunal el cálculo de costes realizado se ha efectuado de forma razonable para el personal preciso, no impugnado, que como mínimo habría de sostener el servicio. El cálculo del recurso parte de una aportación propia y no contrastada donde dos trabajadores aparecen con retribuciones que consideran una antigüedad y datos que no concuerdan con la información aportada.

Por otra parte, es preciso recordar nuestra doctrina acerca de cómo debe influir en la elaboración del presupuesto base de licitación y más concretamente en los costes salariales, la existencia de personal subrogable según el correspondiente convenio colectivo. Así, decíamos en la Resolución nº 179/2018, que resulta “inadmisible que el órgano de contratación tenga que fijar el valor estimado y el presupuesto máximo de un contrato en función de una cláusula de subrogación laboral impuesta en un convenio colectivo, y en función de los costes laborales que a tal efecto indique la empresa saliente, pues en tal caso quedaría al arbitrio de la actual adjudicataria la fijación del valor estimado y del presupuesto del contrato”.

En el supuesto que nos ocupa, el OC manifiesta en su informe al recurso especial que, en la elaboración del presupuesto, se realizó el cálculo de los costes salariales en función del III Convenio Colectivo de Intervención Social de Álava, para las categorías profesionales del equipo profesional detallado en el Pliego de Prescripciones Técnicas, se aplicó un porcentaje del 7% para el cálculo del coste de sustituciones por absentismo y un 33% de Seguridad Social y se incluyeron los gastos de funcionamiento asociados a la prestación del servicio, lo que supone un cálculo de costes razonable para el personal que se precisa.
En tercer lugar, en relación con la discrecionalidad de la Administración a la hora de estimar el tiempo de prestación del personal del CARME, argumenta el recurrente que la reducción horaria no está adecuadamente fundamentada, lo que conlleva a la indefensión de la parte social, pone en peligro la prestación adecuada del servicio y propone, incluso, la conveniencia de aumentar el número de unidades familiares atendidas. 
Por su parte, la Administración decide mantener en 6 el número de unidades familiares a atender, pero justifica la reducción del tiempo de prestación del personal del CARME, en la memoria justificativa de la contratación del servicio, en los siguientes términos: “En la actualidad el servicio se presta en dos ubicaciones, con capacidad de hasta 6 unidades familiares. Estando próxima la finalización del contrato actualmente en ejecución, expediente 18/24, y dada la necesidad de la prestación del servicio sin solución de continuidad, se considera imprescindible la tramitación de un nuevo procedimiento de licitación para cubrir el servicio. El recurso se trasladará a una única vivienda en la que se atienda al mismo número de unidades, por lo que se reducen los tiempos de dedicación mínimos anuales para las figuras profesionales de educación social e integración social.”. 
Vistos los términos del debate, ya hemos adelantado en el punto segundo que la entidad contratante no está vinculada por contratos anteriores a la hora de definir las condiciones del contrato que licite, y en concreto que no está obligada a mantener el mismo personal. 

Así, ha de considerarse que la Administración resulta soberana para definir el objeto del contrato y la naturaleza de la prestación a realizar, es decir, las horas de trabajo que considera necesarias para cumplir con su objeto, pudiendo ampliar el ámbito del contrato o reducirlo, según sus necesidades en el momento de licitación y periodo del contrato, sin hallarse vinculada por otros contratos precedentes. 

A este respecto, el Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales, en su Resolución 688/2015, dice: 

“Ya decíamos en nuestra Resolución 548/2014, de 18 de julio, (fundamento octavo) “que debe partirse de la existencia de un amplio margen de discrecionalidad para el órgano de contratación a la hora de definir los requisitos técnicos que han de exigirse. Cabe citar en este sentido el informe de la Junta Consultiva de Navarra 2/2009:

“La determinación de los criterios técnicos en los pliegos, así como su aplicación concreta por la mesa de contratación, son libremente establecidos por las entidades adjudicadoras de contratos públicos, dentro de los límites de la ciencia y la técnica, por ser ellas las que mejor conocen las necesidades públicas que deben cubrir y los medios de los que disponen y que no son susceptibles de impugnación, salvo en los casos de error patente o irracionalidad”.”

Abundando en la discrecionalidad técnica de la Administración, el Tribunal Superior de Justicia de Galicia, en sentencia 197/2020, de 25 de septiembre, se manifiesta en los siguientes términos: 

“… el TACGal resalta que la determinación del presupuesto de una licitación es competencia del órgano de contratación y, como tal, integrada en el ámbito de su discrecionalidad técnica, de forma que debemos presumir un acierto propio del que es conocedor de las cuestiones técnicas del contrato que se ha convocado en otras ocasiones, por lo que es carga del recurrente acreditar error o incongruencia clara y suficiente o que necesariamente determine la imposibilidad de cumplir la prestación contractual por no ajustarse el presupuesto de licitación a los precios de mercado, quedando fuera del control jurisdiccional aquellas pretensiones de los interesados que solo postulen una alternativa a la del órgano actuante.”

En conclusión, no se acredita que el OC incurra en arbitrariedad, ni queda probada la falta de razonabilidad o proporcionalidad alegada por el recurrente, sino que la determinación de las condiciones de la prestación del servicio se ven amparadas por la amplia discrecionalidad de la Administración, que, además, justifica como se ha señalado anteriormente en la memoria del contrato.
Finalmente, en relación con el equilibrio del contrato, alega el recurrente que la diferencia entre el precio del contrato y el coste real del servicio, como consecuencia de la subrogación obligatoria, genera un desequilibrio económico a favor de la Administración, lo que supone un enriquecimiento injusto.
Se ha expuesto, a lo largo del presente fundamento jurídico, que la subrogación prevista en la legislación laboral  no vincula a la Administración a la hora de determinar el presupuesto base de licitación, esto es, no está vinculada por contratos anteriores a la hora de definir las condiciones del contrato que licite, y en concreto que no está obligada a mantener el mismo personal. 

Abundando en lo anterior, el Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales, en Resolución 440/2016, de 3 de junio, fija su doctrina relativa a la problemática con la subrogación de trabajadores, en los términos siguientes:

La problemática de la subrogación de los trabajadores ha dado lugar a gran número de recursos y resoluciones del Tribunal y de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa, cuya cita resultaría inagotable. Valga como ejemplo la reciente Resolución nº 308/2016. La doctrina establecida -dejando al margen singularidades- se puede sintetizar del siguiente modo: 

1º. La obligación de subrogación no nace del contrato administrativo, sino de la legislación laboral o convenio colectivo del sector. 

2º. En esos supuestos, el artículo 120 TRLCSP obliga a dar la información suficiente para que los licitadores puedan, en condiciones de transparencia e igualdad, confeccionar sus ofertas. 

3º. La previsión de subrogación prevista en la legislación laboral o convenios no vincula a la Administración a la hora de definir el contenido de la prestación a contratar.”
También, se ha señalado anteriormente que resulta inadmisible que el órgano de contratación tenga que fijar el valor estimado y el presupuesto máximo de un contrato en función de una cláusula de subrogación laboral impuesta en un convenio colectivo, y en función de los costes laborales que a tal efecto indique la empresa saliente, pues en tal caso quedaría al arbitrio de la adjudicataria la fijación del valor estimado y del presupuesto del contrato. 
Así las cosas, el desequilibrio económico alegado por el recurrente, argumentando que el coste real del servicio es mayor como consecuencia de la subrogación obligatoria y dado que la prestación del servicio descansa fundamentalmente en la mano de obra, no puede darse por probado.
Vistos los preceptos legales de aplicación, este Órgano Administrativo Foral de Recursos Contractuales emite la siguiente
RESOLUCIÓN

Primero.- Desestimar el recurso especial en materia de contratación interpuesto por XXXXXX XXXXXXXXX, en representación de la Central Sindical ESK contra los pliegos de condiciones para la licitación del servicio de acogimiento residencial y de atención psico socioeducativa y acompañamiento social a las personas usuarias del centro de acogida residencial de media estancia (CARME).

Segundo.- Levantar la suspensión cautelar acordada por este OAFRC, por Resolución 20/2025, de 27 de junio.

Tercero.- Declarar que no se aprecia la concurrencia de mala fe o temeridad en la interposición del recurso por lo que no procede la imposición de la sanción prevista en el artículo 58 de la LCSP. 

Esta resolución es definitiva en la vía administrativa y contra la misma cabe interponer recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente al de la recepción de esta notificación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 11.1.f) y 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.
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